
1

BOLETÍN INSTITUCIONAL

Magistrada 
Leonor Perdomo

Espacio de análisis 
de derecho 

INVITADA  ”El ordenamiento 
jurídico comunitario andino y
el bloque de constitucionalidad”

APORTES Artículos de 
Juezas, Jueces, Conjuezas, 
Conjueces y Jueces 
Temporales de la Corte 
Nacional de Justicia.

PÁG 4-11

Sala de lo Civil y 
Mercantil

SALA Conformación y 
estadísticas

PÁG 19-20

Edición Nº6JULIO - AGOSTO 2013

BOLETÍN INSTITUCIONAL

PÁG 13

Consulta en Línea

NOTICIAS Las ciudadanas y 
los ciudadanos cuentan ahora 
con un nuevo servicio en el 
portal de la CNJ

PÁG 14-16



2

BOLETÍN INSTITUCIONAL

ÍNDICE

Dr. Óscar Eduardo Bermúdez Coronel, Presidente de la Sala de lo Civil y 
Mercantil de la Corte Nacional de Justicia
SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL.

PRESENTACIÓN
}PÁG 3

APORTES AL DERECHO
}PÁG 4-11

REFLEXIÓN
}PÁG 12

INVITADA
}PÁG 13

NOTICIAS
}PÁG 14-16

ESTADÍSTICAS
}PÁG 17

NOVEDADES NORMATIVAS
}PÁG 18

SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL
}PÁG 19-20

CORTES PROVINCIALES
}PÁG 21

CONSEJO DE LA JUDICATURA
}PÁG 22

GALERÍA
}PÁG 23

PRESIDENCIA DEL DR. CARLOS RAMÍREZ ROMERO

Consulta en Línea, Taller Internacional: “PERSPECTIVAS LABORALES”, 
actividades nacionales, internacionales e interinstitucionales (Registro Civil).

Dra. Paulina Aguirre Suárez, Dra. Rosa Merchán Larrea, Dr. Wilson Andino 
Reinoso, Dra. Beatriz Suárez Armijos, Dr. Guillermo Narváez Pazos, Dr. Óscar 
Enríquez Villarreal, Dr. Juan Maldonado Benítez, Dr. Manuel Sánchez Zuraty.  

Dr. Carlos Ramírez Romero, Presidente de la Corte Nacional de Justicia.
La motivación de las decisiones como origen de la legitimidad judicial.

Dra. Leonor Perdomo, Magistrada Principal del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina por la República de Colombia.  El ORDENAMIENTO 
JURÍDICO COMUNITARIO ANDINO Y EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD.

En 16 meses de gestión la Corte resuelve 11.500 causas.

Normativa Relevante de abril y mayo del 2013.

Conformación y estadísiticas de la Sala.

La Corte Superior de Justicia de Azogues, ahora Corte Provincial del Cañar.

Las Prácticas Pre Profesionales, una responsabilidad social.

Encuentros Oficiales, Seminario Nacional, Socialización.



3

BOLETÍN INSTITUCIONAL

PRESENTACIÓN

E         n  el  Estado   Constitucional   de                                                    	
  Derecho, el Ecuador lo es, Art.1 

de la Constitución de la República, 
el poder público o privado está 
sometido a los derechos que vie-
nen a ser el límite vinculante del 
poder. En todas las instancias en 
que se aplica el Derecho, al inter-
pretar y poner en práctica normas 
jurídicas, se debe tener en cuenta 
el antecedente y la maximización 
de los efectos normativos de los 
derechos fundamentales. Cabe 
tener presente que, caracteriza al  
constitucionalismo actual, la suje-
ción de todos a la norma funda-
mental y no sólo a la ley, principio 
de estricta legalidad o de legalidad 
sustancial en la adjetivación de 
Luigi Ferrajoli (Derechos y garan-
tías. La ley del más débil, 2001, p. 
66) impuesta por los valores, prin-
cipios y derechos fundamentales 
contenidos en las nuevas Consti-
tuciones. Por ello que el derecho 
actual esté contenido en reglas y 
principios, las normas legislativas 
son prevalentemente reglas, en 
tanto que las normas constitucio-
nales sobre derechos y justicia son 
prevalentemente principios; las re-
glas ordenan, prohíben, permiten 
u otorgan un derecho o poder de 
manera definitiva, se agotan en sí 
mismas, no tienen ninguna fuerza 
constitutiva fuera de lo que ellas 
mismas significan, se las obedece; 
en tanto que, a los principios, se 
presta adhesión, siendo impor-
tante comprender el mundo de 
los valores pues proporcionan 
criterios para tomar posición ante 
situaciones concretas pero que en 
principio aparecen indetermina-
das (Gustavo Zagrebelsky, El dere-
cho dúctil. Ley, derechos, justicia, 
2005, pp. 110 y 111). Reglas y prin-
cipios pueden concebirse como 
normas, por lo que su distinción a 

más de grado es principalmente 
de tipo cualitativo, de contenido 
y fuerza argumentativa. Ronald 
Dworkin encuentra que los prin-
cipios hacen referencia a la justicia 
y a la equidad, mientras que las 
reglas se aplican o no se aplican, 
los principios dan razones para 
decidir en un sentido determina-
do, pero, a diferencia de aquellas, 
su enunciado no determina las 
condiciones de su aplicación (Los 
derechos en serio, 1995, p.198). En 
el evento de anomias y antinomias 
son aplicables los principios en 
cuanto  dan respuesta adecuada 
al problema planteado a través de 
la integración del razonamiento 
en una teorización. Los principios, 
en cuanto mandatos de optimiza-
ción, exigen una realización lo más 
completa posible y en relación con 
las posibilidades jurídicas y fácticas; 
estas últimas se logran a través de 
los principios de adecuación y ne-
cesidad, en tanto que, con relación 
a las primeras, requieren una ley de 
ponderación o balanceo, que Ro-
bert Alexy la formula así: “Cuanto 
más alto sea el grado de incum-
plimiento o de menoscabo de un 
principio, tanto mayor debe ser 

la importancia del cumplimiento 
del otro” (Derecho y razón prácti-
ca, 2010 p.19) misma que ha sido 
incluida en la Ley Orgánica de Ga-
rantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional entre los métodos 
y reglas de interpretación constitu-
cional en su Art. 3.3. Informa a la ley 
de ponderación el principio de la 
proporcionalidad en sentido estric-
to. En este contexto, la bipolaridad 
derecho público-derecho privado 
viene perdiendo consistencia, sus 
contenidos se han modificado 
sustancialmente en los conceptos 
básicos; si bien el Derecho Civil es 
el origen  común de derechos y 
obligaciones desde el ángulo de 
las relaciones privadas, no es me-
nos cierto que la autonomía de la 
voluntad debe ser tratada – así lo 
viene haciendo la Sala Especializa-
da de lo Civil y Mercantil-  dentro 
de la visión  de la nueva técnica le-
gislativa, es decir a la luz de los prin-
cipios, llevando la norma general al 
caso concreto conforme a los va-
lores y principios constitucionales 
que unifican el ordenamiento y le 
dan sentido. El Código Civil Ecua-
toriano contiene la mayor parte de 
nuestro derecho civil, su esquema 

general distribuye la temática de 
sus regimentaciones en función  
del sujeto, el objeto y la relación ju-
rídica y así encuentra fundamento 
su regulación a través de los cuatro 
Libros que integran su contenido. 
El Primero, casi en su integralidad 
y el Tercero de ellos, que, en su or-
den, se ocupan del sujeto en cuan-
to titular del derecho subjetivo o, 
como obligado a la prestación o 
reconocimiento del mismo, y, de 
uno de los modos derivativos de 
adquirir el dominio de los bienes, la 
sucesión por causa de muerte, son  
ahora materia de competencia de 
Juezas y Jueces de la Familia, Mujer, 
Niñez y Adolescencia, Art. 234 del 
COFJ, por lo que los Libros Segun-
do y Cuarto que tratan de los bie-
nes, de los modos de adquirirlos  
y de los derechos que se generan 
por su apropiación o posesión, y, 
de la conexión entre el sujeto de 
pretensión y el orden de condicio-
nes que como objeto del derecho 
deben serle prestadas por el sujeto  
de obligación, son de competen-
cia de Juezas y Jueces de lo Civil y 
Mercantil, Art. 240 del COFJ. Cabe 
adicionar que están dentro de esta 
competencia las controversias que 
tienen lugar dentro del régimen 
legal de los institutos mercantiles 
como los actos y contratos de co-
mercio, los títulos valor, los contra-
tos de seguros, entre otros. El accio-
nar de quienes integramos la Sala 
Especializada de lo Civil y Mercantil 
de la Corte Nacional de Justicia 
procura la garantía efectiva de los 
derechos e intereses de los justicia-
bles en el nuevo marco normativo 
constitucional y legal que hace 
práctico su derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva pues que 
compagina ley y práxis jurídica con 
los principios y valores constitucio-
nales.

Dr. Eduardo Bermúdez Coronel, Presidente de la Sala de lo Civil y Mer-
cantil de la Corte Nacional de Justicia

Sala de lo Civil  y Mercantil
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APORTES AL DERECHO

La acción de daño moral tie-
ne su origen, dentro de la 

legislación ecuatoriana, en la 
reforma introducida  al Código 
Civil  en el año 1984 con la Ley 
171 publicada en el Registro 
Oficial 779 del 04 de julio de 
1984, que  instituyó la acción 
por daños meramente mo-
rales, en ámbito civil,  como 
fuente de obligación, dentro 
del Título XXXIII “DE LOS DE-
LITOS Y CUASIDELITOS” del Li-
bro Cuarto de ese Código; en 
la actual Codificación, consta 
de los artículos 2231 al 2237.  
El daño moral tiene como bien 
jurídico protegido a las facul-
tades inherentes de la perso-
na como la paz, tranquilidad 
espiritual, vida íntima, integri-
dad física, la honra de la perso-
na entre otros, facultades que 
permiten el desenvolvimiento 
del ser humano en la socie-
dad, desde el ámbito jurídico, 
económico, social y político.
Al hablar del daño moral, de-
bemos hacer énfasis en la in-
dependencia  que tiene esta 
acción, conforme se infiere del 
texto del  artículo 2231 que 
expresa: “Las imputaciones 
injuriosas contra la honra o el 
crédito de una persona dan 
derecho a demandar indem-
nización pecuniaria, no sólo si 
se prueba el daño emergente 
o lucro cesante, sino también 
el perjuicio moral”; en este 
mismo sentido el  Art.  2232, 
cuando expresa: “Dejando a 
salvo la pena impuesta en los 
casos de delito o cuasidelito, 
están especialmente obliga-

Jurisdicción y procedimientos  en la acción de daño moral

dos a esta reparación…”; y, 
finalmente del Art. 2234 que 
establece: “Las indemnizacio-
nes por daño moral son inde-
pendientes por su naturaleza, 
de las que, en los casos de 
muerte, incapacidad para el 
trabajo u otros semejantes, re-
gulan otras leyes.”. Claramente 
la ley ha querido diferenciar 
entre las indemnizaciones 
patrimoniales (daños y per-
juicios materiales) y las extra-
patrimoniales (daño moral) y 
que la una no excluye a la otra. 
Por su carácter civil, en razón 
de la materia,  la jurisdicción  
y competencia  de la acción 
de daño moral, en sus inicios, 
correspondía privativamente 
a los jueces civiles, cuya trami-
tación era exclusivamente en 
la vía ordinaria, al no tener un 
proceso especial,  conforme 
al Art. 59 del Código de Pro-
cedimiento Civil. No obstante 

este panorama ha cambiado 
con la expedición de algunas 
reformas legales, modifican-
do tanto lo relativo a la com-
petencia como  la vía en que 
ha de tramitarse; así tenemos 
que: 1.- El daño moral pro-
veniente de un delito, que 
se origina en una sentencia 
penal condenatoria, corres-
ponde conocer al juez penal, 
en el mismo juicio que conde-
na al infractor, sea el delito de 
acción pública o privada, así lo 
dispone el Art. 309 del Código 
de Procedimiento Penal;   por 
otro lado,  en el Art. 31 de ese 
Código se consagra un de-
recho de liquidación que se 
desprende del delito, que será 
demandado por vía verbal su-
maria ante el Presidente del 
Tribunal de Garantías Penales 
que dictó sentencia, quien 
será el competente para resol-
ver el caso. 2.- El daño moral 

proveniente de un cuaside-
lito, se debe demandar ante 
el juez civil por vía ordinaria 
según el Art. 59 del Código 
de Procedimiento Civil. 3.- El 
daño moral contra institucio-
nes públicas, se debe deman-
dar ante el Tribunal Distrital 
de lo Contencioso Adminis-
trativo del domicilio del de-
mandante, correspondiendo 
el trámite contencioso admi-
nistrativo, conforme las nor-
mas de los Arts. 217.8 y 185.6 
del Código Orgánico de la 
Función Judicial. 4.- Acciones 
contra el Estado por retardo 
injustificado e inadecuada 
administración de justicia,  
error judicial, violación del 
derecho  a la tutela efectiva  y 
por violación de los principios 
al debido proceso, se deman-
darán ante las juezas y jueces 
de lo contencioso administra-
tivo y de acuerdo al trámite 
contemplado en la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Ad-
ministrativa, de acuerdo con 
los Arts. 32 y 217.6 del Códi-
go Orgánico de la Función 
Judicial. 5.- Las acciones por 
responsabilidad personal 
de juezas y jueces, fiscales, 
defensoras y defensores pú-
blicos se sustanciarán ante el 
juez de lo civil, pero en la vía 
verbal sumaria, según el Art. 
34 del Código Orgánico de la 
Función Judicial. Estas normas  
deben ser consideradas por 
los juzgadores, abogados y 
usuarios en general del servi-
cio de justicia al momento de 
plantear  y conocer de una ac-
ción por daño moral a efecto 
de evitar nulidad por asuntos 
de competencia o de trámite.

Dra. Paulina Aguirre Suárez
Jueza Nacional  Sala de lo Civil  y 
Mercantil
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APORTES AL DERECHO

Dra. María Rosa Merchán Larrea
Jueza Nacional Sala de lo Civil  y 
Mercantil

Cosa juzgada material en la sentencia dictada 
en juicio ejecutivo

No se puede sostener 
como verdad inmutable, 

a priori, que un fallo dictado 
en un proceso ejecutivo, no 
produce efectos de cosa juz-
gada material, y que no está 
protegido por la garantía bá-
sica del debido proceso, con-
sagrada en el artículo 76.7.i 
de la Constitución del Ecua-
dor; “Nadie podrá ser juz-
gado más de una vez por la 
misma causa y materia…“; ar-
gumentando que, el asunto 
de fondo en un juicio ejecuti-
vo puede volver a ser discuti-
do con algunas limitaciones, 
en virtud de lo dispuesto en 
el  artículo 448 del Código 
de Procedimiento Civil que 
ordena “El acreedor no podrá 
ser pagado antes de rendir 
fianza, de conformidad con 
la ley y a satisfacción del juez, 
por los resultados del juicio 
ordinario, siempre que lo so-
licite el deudor, manifestan-
do que tiene que intentar la 
vía ordinaria. En este    caso, 
no se admitirán las excepcio-
nes que hubieren sido mate-
ria de sentencia en el juicio 
ejecutivo.” La norma citada 
resguarda  el derecho del 
demandado para proponer 
nuevas excepciones, ante la 
potestad ejecutiva del dere-
cho emanado del título, y su 
limitado ámbito de impug-
nación, ordenando en forma 
expresa que “En este caso, no 
se admitirán las excepciones 

que hubieren sido mate-
ria de sentencia en el juicio 
ejecutivo” y lo hace porque 
precisamente el espíritu de 
la norma es evitar que en 
nuevo proceso se discuta lo 
que fue materia de excep-
ción y resolución en un pro-
ceso judicial.  Al respecto, se 
considera importante dejar 
sentado, que en la forma en 
que la legislación procesal 
ecuatoriana estructura el 
juicio ejecutivo, este es un 
procedimiento que si bien 
comienza con un manda-
miento de ejecución, auto de 
pago, incluye una etapa de 
conocimiento breve, que se 
desarrolla cuando se oponen 
excepciones, se las discuten 
y prueban y la etapa propia 
de ejecución, posterior a la 
sentencia condenatoria (ar-
tículos 429 y 433 del C. de P. 
Civil);  el juicio ejecutivo en 
nuestra legislación, es sólo 

proceso de ejecución cuan-
do por no haberse propuesto 
excepciones, y no existir en 
consecuencia nada que pro-
bar, excluye la traba de la Li-
tis y la etapa de prueba, para 
pasar luego de una sentencia 
de condena, a su ejecución, 
en cuyo caso también pro-
cede se planté en la vía ordi-
naria asuntos estrechamente 
ligados a la ejecución. (artí-
culo 486 del C. de P. Civil).  
Procede demandar en juicio 
ordinario, el cumplimiento 
de una obligación declarada 
sin lugar en la vía ejecutiva,  
cuando la sentencia ha re-
suelto que el título o la obli-
gación no tienen el carácter 
de ejecutivos, o que ha pres-
crito el derecho para ejercer-
los en la vía ejecutiva, ligando 
siempre el título y o la obliga-
ción al procedimiento; pues 
que, para la procedencia de 
la vía ejecutiva, la obligación 

y el título deben tener tal 
carácter; una sentencia eje-
cutiva que resuelve sobre la  
inexistencia de la obligación, 
por vía de pago, falsedad, fal-
ta de causa, causa ilícita, etc., 
siempre producirá efectos de 
cosa juzgada material con 
respecto al acreedor quien 
no podrá volver a demandar 
su cumplimiento en ninguna 
otra vía procesal, porque el 
fallo ha resuelto un asunto 
de fondo, que ejecutoriado 
produce el efecto de cosa 
juzgada, protegida por el 
principio constitucional con-
tenido en el artículo 76.7.i, no 
dos veces por lo mismo “non 
bis ídem”. 
Para que opere la institución 
de la cosa juzgada, protegida 
por la garantía constitucio-
nal referida, es indispensa-
ble que, entre los procesos 
en los que se alega, exista 
identidad plena respecto de 
tres aspectos: sujeto, hecho 
y fundamento; de no existir 
esta triple identidad, no pro-
cede su aplicación.
El principio de derecho uni-
versal non bis in ídem, (no 
dos veces por lo mismo) y el 
instituto de la cosa juzgada 
pilares del debido proceso, se 
fundamentan en el derecho a 
la seguridad jurídica, y tienen 
por objeto el impedir que se 
pueda indefinidamente per-
seguir en juicio un asunto re-
suelto judicialmente y opera 
con respecto a las sentencias 
dictadas en los juicios ejecu-
tivos, cuando se han resuelto 
asuntos de fondo.



6

BOLETÍN INSTITUCIONAL

APORTES AL DERECHO

Las omisiones sobre puntos 
de derecho que debe suplir 

el juez son un tema que inevita-
blemente impone al juzgador 
su estudio, por ser una obliga-
ción constitucional prevista en 
la Legislación Ecuatoriana, que 
si bien se encuentra desarrolla-
da en nuestro sistema jurídico, 
no es menos verdad que en 
muchos casos el principio Iura 
Novit Curia ha sido interpre-
tado erróneamente y en otros 
casos ha sido inobservado e 
inaplicado, esto nos lleva nece-
sariamente a pensar, que una 
de las más graves expresiones 
que pueden aquejar a la segu-
ridad jurídica en nuestra socie-
dad es el error judicial. 
Planteado el tema, tenemos 
que centrarnos en el análisis de 
varias normas jurídicas, princi-
palmente:  la Constitución de 
la República, el Código de Pro-
cedimiento Civil y el Código 
Orgánico de la Función Judicial, 
que garantizan la tutela jurídica 
de esta primordial obligación 
del juzgador. El artículo 280 del 
Código Procesal Civil instituye 
la obligación del juez de suplir 
las omisiones en que incurran 
las partes sobre puntos de de-
recho, esta norma se basa en el 
principio Iura Novit Curia que 
significa que el juez conoce el 
derecho dejando a las partes 
que prueben los hechos que 
han alegado, bajo este princi-
pio es deber del juez someterse 
a los hechos que se han proba-

La obligación del juez de suplir los errores de derecho

do, sin embargo, para emitir su 
resolución puede ampararse en 
una norma distinta a la que han 
invocado las partes, cuando sea 
evidente que existe una omi-
sión de derecho y que toda la 
acción, la prueba y en sí todo el 
proceso se encuentran encami-
nados bajo una sola dirección 
que puede ser incluso distinta 
a la solicitada en los fundamen-
tos de derecho de la demanda, 
la reconvención o en la contes-
tación a la demanda, ante lo 
cual, el juez puede suplir como 
conocedor del Derecho. 
El principio Iura Novit Curia se 
ha plasmado en nuestra Cons-
titución al punto que existen 
acciones constitucionales en las 
que no es necesario siquiera el 
auspicio de un abogado, pues 

se entiende que el juez, como 
tal, es conocedor de la Consti-
tución y la legislación, así el ar-
tículo 75 de la Norma Suprema 
expresa el derecho de toda per-
sona a la tutela efectiva, impar-
cial y expedita de sus derechos 
e intereses.   Como vemos, la ac-
tual Carta Magna ha innovado y 
ha superado el Principio de Le-
galidad para ahora convertirse 
en una Constitución Garantista 
de Derechos y Justicia, es aquí 
donde entra en vigor el princi-
pio del Debido Proceso al suplir 
el juez las omisiones de Dere-
cho, que de ninguna manera 
pueden confundirse con suplir 
los hechos, pues ello no le es 
dado sustituir al juzgador.  
Partiendo del concepto que 
la administración de justicia 

es un servicio público de gran 
trascendencia para la seguri-
dad material y para la paz social 
corresponde  al operador de 
justicia  la labor fundamental 
de tutelar el cumplimiento de 
la Constitución y la ley,   justicia 
concebida como “fin último del 
Derecho”, por lo tanto, jamás se 
puede sacrificar la justicia por 
cierto tipo de formas  u omi-
siones de derecho, sobre todo 
cuando es indudable la esencia 
de lo solicitado por las partes. 
Concluiremos expresando que, 
nos encontramos con un Dere-
cho en evolución y un Estado 
Constitucional de Derechos y 
Justicia que crea una nueva for-
ma de Estado, el que persiste en 
dejar atrás un sistema inepto y 
corrupto, para dar paso a una 
Constitución en la que prevale-
cen los principios por su carác-
ter normativo, por consiguiente 
garantista, su aplicación es di-
recta e inmediata aún sin invo-
carlo, es pues, deber del opera-
dor de justicia aplicarla ante las 
exigencias de nuevas necesida-
des sociales que buscan ante 
todo una Auténtica Justicia, por 
ello, el operador jurídico en sus 
decisiones debe invocar la ley 
e inspirarse y apoyarse en los 
grandes principios constitucio-
nales del derecho para garan-
tizar la seguridad jurídica, el 
bienestar y la paz social. 
Como decía el proverbio roma-
no  “dadme los hechos que yo 
os daré el Derecho”, cuestión 
trascendental y apasionante 
del que se puede decir mucho 
más. 

Dr. Wilson Andino Reinoso
Juez Nacional Sala de lo Civil  y 
Mercantil

1 Art. 169 Constitución de la República.
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Dra. Beatriz Suárez Armijos
Conjueza Nacional Sala de lo Civil  y 
Mercantil

No se sacrificará la justicia por la sola omisión 
de formalidades???

Es común encontrar en los me-
moriales de recursos presen-

tados para  conocimiento de la 
Corte Nacional de Justicia,  la cita 
del axioma: “no se sacrificará la jus-
ticia por la sola omisión de forma-
lidades”, como medida de presión 
para acceder a casación obviando 
el cumplimiento de  los requisitos 
de orden y esquivar la verdad de 
las deficiencias formularias, insal-
vables al tiempo  del examen de 
admisibilidad. El salto cualitativo, 
pretende, una inaceptable inutili-
zación  de la pirámide normativa 
vigente en el País, lo que dista mu-
cho del objetivo  del humanista 
precepto.
Este principio que consta en la 
parte final del Art. 169 de la Cons-
titución de la República, no es de 
modo alguno,  patente de proce-
dencia en casación, per se, puesto 
que si bien es una disposición su-
prema, su importancia no es  ma-
yor  ni menor (11.6. CR) que, por 
ejemplo, el precepto, contenido 
en el  Art.  425 ibidem, que esta-
blece la jerarquía de aplicación de 
las normas: La Constitución; los 
tratados y convenios internacio-
nales, las leyes orgánicas, las leyes 
ordinarias; las normas regionales; 
y las ordenanzas distritales; los de-
cretos y reglamentos; las ordenan-
zas; los acuerdos y las resoluciones 
y los demás actos y decisiones de 
los poderes públicos, que conduce 
al debido proceso, como garantía 
fundamental.
En el mismo sentido el Art. 82 de la 
Carta Fundamental, cuando trata 
de la seguridad jurídica, parte del 
respeto a la Constitución, al tiem-
po que impone el cumplimiento 

de normas jurídicas previas, claras, 
publicas y aplicadas por la autori-
dades competentes, en una vin-
culación lógica y metódica de las  
jerarquías normativas. Como se 
verá, no hay exclusión, sino orden 
sucesivo de aplicación,  todas las 
cuales tienen su espacio de ejer-
cicio, concordante con el sistema 
positivo, desarrollado en las leyes 
secundarias, que responden a un 
proceso histórico de instituciona-
lización, compagina con nuestra 
idiosincrasia y particulares mo-
dos de funcionar jurídicamente; 
y permite justamente que los 
principios generales de la Consti-
tución, tengan una mecánica de 
aplicación. 
Si se aceptare como válido el argu-
mento en mención, desaparece-
ría, por ejemplo, precepto de pre-
valencia de las leyes especiales; o 
el concepto doctrinario de dere-
cho público, de que está investido 
el derecho procesal; sabiendo que 
es un derecho eminente formal.
Distinto es que las juezas y jueces, 
apliquen  la norma   por el tenor 
que más se ajuste a la Constitu-
ción en su integralidad; y que en  
caso de duda, se la interprete en 
el sentido que más favorezca a la 
plena vigencia de los derechos ga-
rantizados por ella de acuerdo con 
los principio generales de la inter-
pretación constitucional, (6. COFJ)
Las leyes, guardan conformidad  
con el estamento de mayor jerar-
quía, por tanto su aplicación, no 
entraña violación constitucional; 
por el contrario, su observación es 
obligatoria,  en un sistema eslabo-
nado destinado a producir efectos 
específicos en cada nivel en que la 
ley tiene su influjo.
En este contexto, la administra-
ción de justicia ordinaria se desa-

rrolla por instancias o grados. La 
casación  y la revisión, no cons-
tituyen instancia ni grado de los 
procesos, sino recursos extraordi-
narios de control de la legalidad 
y del error judicial en los fallos de 
instancia. (Art. 10 inc 2° COFJ.)
La ley de Casación, es una ley es-
pecial que prevalece en su ámbito 
de competencia, se  inscribe en el 
ordenamiento constitucional, en 
cuanto es, pública, clara y previa  a 
la interposición de los recursos de 
casación intentados por las partes 
en los procesos. Es una ley de ca-
rácter procesal, de derecho públi-
co e imperativo cumplimiento.
Pero además la casación como 
“instituto”, no es un ente de “mera” 
formalidad, lo es formalidad pura, 
por lo mismo no puede dar cabi-
da, sin reparos a la pretensión del 
recurrente, dado que es un medio 
de impugnación extraordinario, 
formalista, riguroso, independien-
te, dispositivo y casuístico, de alta 
técnica jurídica, completo; restrin-
gido; axiomàtico, matemático y 
nomofiláctico
Esto quiere decir, que al presentar 
un recurso de casación, quien lo 
intenta debe cumplir exactamen-
te con los requisitos de proceden-
cia, contemplados en  los artículos 
3 y 6 de la Ley de la Materia, sin 
que haya lugar para estipulacio-
nes generales y menos para hacer 
de responsabilidad del juzgador 
su admisión, cubriéndose con el 
escudo de la “mera formalidad”.
Es que, si de formalidades habla-
mos, en casación, todo es formali-
dad, empezando por la identifica-
ción de la resolución impugnada, 
de las partes procesales, las nor-
mas infringidas, las causales y sus 
modos de infracción; y la funda-
mentación, o sustentación de las 

tesis propuestas, que justifiquen 
la casación de la sentencia o auto 
impugnados; insumo jurídicos 
que  -si se aceptara el postulado-, 
deberían omitirse para entrar al 
conocimiento de la causa, sin di-
rección, sin reconocimiento de los 
principios que impulsan el proce-
so, como el dispositivo, de lega-
lidad, de integralidad y más que  
componen el andamiaje  estruc-
tural de nuestro sistema procesal.
En el régimen jurídico que impera, 
a partir de la Constitución de dos 
mil ocho, el proceso para acceder 
a casación se divide en dos par-
tes: el primero de admisibilidad, 
de conformidad con el Art. 8 de la 
Ley de Casación; y el segundo  de 
resolución por los tribunales de 
jueces titulares, que se ocupará de 
los asuntos de fondo.
En el primer caso, son las conjue-
zas y conjueces, los funcionarios 
competentes para resolver sobre 
el juicio de admisibilidad (como 
dirían los Italianos); en un exclu-
sivo espacio de “formalidad”, en 
que el recurso es una verdadera 
demanda contra la sentencia 
o auto impugnados. Por tanto 
cómo pedir a un organismo cuya 
razón de ser, es cuidar precisa-
mente de la formalidad, prescin-
dir de ella?.  Es un contrasentido 
jurídico, que busca sacrificar todo 
el ordenamiento legal, sobre la 
base de un concepto, que por lo 
demás tiene tantos significados 
como partes  existan en un proce-
so. Es decir que, lo que   se cree, es 
justicia para la una parte, no tiene 
el mismo sentido para la contra-
parte, correspondiendo a los jue-
ces encontrarla, con bases cientí-
ficas, técnicas, imparciales, reales, 
prácticas y no menos humanas y 
apegadas a derecho.
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La Constitución1  de la República, 
acogida el 20 de octubre de 2008, 

por el pueblo ecuatoriano, legitimó 
las más importantes conquistas de 
la Revolución Ciudadana y formuló 
la tarea trascendental: construir un 
estado constitucional de derechos 
y justicia… 2

Quien desea conocer sobre los cam-
bios sustanciales en materia jurídica 
de nuestro país,  puede  acogerse a 
una  forma sencilla y fácil de  satisfa-
cer esta curiosidad. Baste tomar en 
sus manos la Constitución actual y 
comparar con las constitución pre-
cedente, la  de 1998. 
Las anteriores, y haciendo un apre-
tado resumen, no han sido más que 
copias, imitaciones o reproduccio-
nes de unas con otras, mantenien-
do un solo sistema; en cambio,  la 
actual Constitución es original, úni-
ca, creada en base a nuestra historia, 
nuestra propia experiencia, nuestras 
propias características y necesida-
des, permiten  que vayamos crean-
do nuestra democracia en acción, 
“la constitución está, por definición, 
dirigida a influir en las masas.3

Todo esto proporcionará un enfo-
que nuevo sobre la Corte Nacional 
de Justicia; que actualmente se en-
cuentra compuesta, integrada y es-
tructurada por juezas y jueces, con-
juezas y conjueces permanentes. 
Desde  el año 2008, la nueva estruc-
tura de la Corte Nacional, ha cam-
biado básica y substancialmente, 
antes su composición correspondía 

Las y los conjueces en la Constitución de Montecristi
únicamente a jueces nacionales 
distribuidos en salas especializadas; 
hoy el Código Orgánico de la Fun-
ción Judicial, determina una nueva 
estructura, un paso adelante, así: 1. 
El Pleno; 2. Las salas especializadas; 
3. La presidenta o el presidente de  
la Corte Nacional; 4. La Presidenta o 
el Presidente de la Sala; y, 5. Las con-
juezas y los conjueces. Una de las 
funciones de la Corte Nacional, co-
rresponde  conocer  los recursos de 
casación.4 De manera que, la Corte 
Nacional, la integran Juezas y Jueces, 
Conjuezas y Conjueces Nacionales, 
todos designados mediante con-
curso de oposición y méritos; con 
iguales responsabilidades, asimismo  
idéntico régimen  de incompatibili-
dades  que sus titulares.5

Objetivamente, este es el conteni-
do actual de  la Corte Nacional de 
Justicia,  que representa su  aspec-
to interno, este a su vez  contiene 
un conjunto de elementos  que 
constituyen el fundamento  de su 
existencia y desarrollo; la estructura 
que es la  forma  o la organización 
de los cinco elementos, es el conte-
nido. Con otras palabras, la Corte Na-
cional,  hoy tiene otro aspecto, otro 
contenido, representado por  cinco 
elementos inherentes a ella, que 
cumplen  diversas actividades y fun-
cionan de un modo específico. A las  
y los conjueces, estructurados por  
salas, exclusivamente corresponde 
calificar los recursos de casación.
En apoyo a nuestra opinión cita-
mos  a Hernando Morales –dice- “Es 
principio general que el tribunal de 
casación  debe ser único, puesto que 

a través  de él se pretende unificar la 
jurisprudencia nacional y controlar 
la observancia de  la ley por los jue-
ces inferiores. Este control en países 
como el nuestro, sólo puede tener 
lugar  con fundamento en el recur-
so  propuesto por la parte agraviada 
y con base a las causales determina-
das por la ley, las cuales se inspiran 
en la transgresión  de la ley sustan-
cial aplicable y en los errores in pro-
cedendo en relación con las forma-
lidades  del juicio que se consideran  
esenciales, ya que no toda violación 
legal al respecto, da lugar al recurso” 6

De la Constitución  de Montecristi 
no puede  decirse que es imprecisa, 
autoritaria.7  Define todo con clari-
dad: las atribuciones, las funciones, 
los deberes, los modos de ejercer 
y cumplirlos, la independencia y 
complementariedad de jueces y 
conjueces nacionales en el proceso 
de casación.
Una de las peculiaridades y carac-
terísticas es la transformación de la 
Corte Suprema  en Corte Nacional 
de Justicia, y la creación tácita de la 
Sala de Admisión, integrada por las 
y los conjueces nacionales.
En este aspecto, la Corte Suprema 
hoy Corte Nacional de Justicia, es 
objeto de transformación y de un  
cambio cuantitativo en cualitativo. 
Ha surgido un nuevo concepto y 
categoría jurídica formulados  por la 
carta fundamental.
La esencia de este cambio, radica 
en el papel especial de la sala de  
admisión  del  recurso de casación, 
jurisdicción ejercida única y exclu-
sivamente, por las y los conjueces 

nacionales. Particularidades y carac-
terísticas  que no poseían anteriores 
constituciones.
Jueces y conjueces nacionales, de 
acuerdo a la nueva estructura se 
hallan indisolublemente vinculados 
entre sí, no se presentan por si solos, 
independientemente el uno del 
otro, aislados. Ahora, forman una 
unidad. 
El proceso de casación; en forma 
sucinta y concisa, inicia, con el cono-
cimiento del recurso por la sala de 
conjueces, quien procede a calificar 
la admisibilidad o inadmisibilidad8  
del recurso. Luego, la sala especializa-
da de la Corte Nacional, si lo encuen-
tra procedente, casará la sentencia 
o auto de que se trate y expedirá el 
que en su lugar correspondiere, y por 
el mérito de los hechos establecidos  
en la sentencia o auto.9 
Las conjuezas y conjueces de la 
Corte Nacional de Justicia, a más de 
las funciones antes evidenciadas, 
reemplazan, por sorteo,  a las juezas 
y jueces nacionales en caso de im-
pedimento o ausencia.
La obra, edificación y construcción 
de un estado de derechos y de jus-
ticia, está confiada a la Corte Nacio-
nal,  a los jueces y  a los conjueces 
nacionales que  la integran, al Con-
sejo de la Judicatura, a todas las ins-
tituciones, y al común ciudadano, 
para “proporcionar un servicio de 
administración de justicia eficaz, efi-
ciente, efectivo, integro, oportuno, 
intercultural y accesible, que contri-
buya a la paz social y a la seguridad 
jurídica” 10, unir la teoría  a la práctica, 
es  la premisa.

Dr. Guillermo Narváez Pazos 
Conjuez  Nacional Sala de lo Civil  y 
Mercantil

 1.  Cabanellas, Guillermo. Repertorio Jurídico de Locuciones, Máximas y Aforismos Latinos y Castellanos. Aforismos latinos. Editorial Bibliográfica Argentina. 1959. Pág. 76. 2.458. Constitutiones tempore 
       posteriores potiores  prioribus.- Las constituciones posteriores en el tiempo, prevalecen sobre las anteriores.
  2.  Artículo  1º inciso 1º de la Constitución de la República. 
  3.  Lassalle, Ferdinand. ¿Qué es una Constitución? Editorial Ariel. Pág. 24.
  4.  Art. 184 numeral 1º.Cosntitucion de la República.
  5.  Inciso 3º del artículo 182 de la Constitución de la República.
  6.  Morales Molina, Hernando. Técnica de Casación Civil. Primera Edición. Ediciones Lerner. Bogotá – Colombia. Pág.32.
  7.  La nueva Constitución del Ecuador. Corporación Editora Nacional. El Presidencialismo Constituyente y el Estado Constitucional de Montecristi.  Por: Luis Fernando Torres. Pág. 429
  8.  Art. 201 numeral 2º del Código Orgánico de la Función Judicial.
  9.  Art. 16 Ley de Casación.
10.  Corte Nacional de Justicia. Boletín Institucional. Pág. 21.
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Si a los casacionistas les co-
rresponde formalizar la 

impugnación cumpliendo 
rigurosamente todos y cada 
uno de los requisitos exigidos 
en la Ley;  obligación igual 
cumplirán los Conjueces al ca-
lificar el recurso. En el examen 
se observará la correlación 
que debe existir entre: norma 
infringida, concepto de infrac-
ción, causal invocada y “funda-
mentación”. 

El Código Orgánico de la Fun-
ción Judicial en el número 
2  del Art. 201, señala como 
atribución de las Conjuezas y  
Conjueces “Integrar, por sor-
teo, el Tribunal de tres miem-
bros para calificar, bajo su res-
ponsabilidad, la admisibilidad 
o inadmisibilidad de los recur-
sos que corresponda conocer 
a la sala especializada a la cual 
se le asigne (…)” entonces, co-
rresponde realizar un examen 
en sentido positivo se  llama 
admisibilidad o concesión del 
recurso; y, en sentido negati-
vo declaratoria de inadmisibi-
lidad. 

Se analizará el cumplimiento 
de  los requisitos sustancia-
les; procedibilidad, (Art. 2) 
legitimidad, (Art. 4) oportuni-
dad (Art.5)   y,  formales (Art. 6) 
en correlación con (Art.3)de la 
Ley de Casación). Para cumplir 
las formalidades,  se advierte 
que las causales que contiene 
el Art. 3 de la Ley de Casación 
son independientes unas de 
otras, con autonomía pro-
pia, ya que gozan de rasgos 
característicos que las indivi-
dualizan y separan a unas con 
respecto a todas las demás, la 
verificación de admisibilidad 
de un recurso de casación, 

Obligaciones recíprocas en casación
Admisibilidad total y  parcial  autonomía de las causales

debe ser realizada analizan-
do una a una las alegaciones 
del recurrente, estudiando 
cada cargo en forma sepa-
rada al resto, ya que es posi-
ble que el casacionista haya 
elaborado una correcta im-
pugnación respecto de una 
o más de las causales y vicios 
invocados y/o haya errado en 
la formulación de los ataques 
en atención a otro u otros 
causales o vicios. El control de 
procedibilidad del recurso de 
casación  no puede realizarse 
bajo la premisa que la indebi-
da fundamentación de uno 
de los cargos deja sin susten-
to la existencia de los demás. 
Tal posibilidad destruiría des-

de sus cimientos la capacidad 
de la casación de dar solución 
efectiva a los problemas so-
ciales que por su intermedio 
llegan a esta Corte. La natu-
raleza de las causales de casa-
ción de ser autónomas e inde-
pendientes unas frente a las 
otras se vería desvirtuada por 
una calificación de admisibi-
lidad orientada al rechazo del 
recurso en su conjunto por el 
hecho que la argumentación 
respecto de una de ellas sea in-
correcta. Lo jurídicamente pro-
cedente es, analizar una a una 
las acusaciones que levanta el 
recurrente contra la sentencia, 
a fin de verificar si es admisible 
aceptar uno o más cargos, en 

forma separada del resto a re-
solución de fondo. Esta es la 
interpretación que se apega 
mejor a la naturaleza del re-
curso de casación y a la nor-
ma del numeral 5 Art. 11 de la 
Constitución, que señala que 
los jueces y demás entes del 
poder público deben aplicar, 
a la hora de resolver un caso, 
la norma o interpretación que  
mejor favorezca la efectiva vi-
gencia de los derechos de las 
personas. En este caso, el dere-
cho a la defensa.

Mención aparte, pero relacio-
nada con lo dicho, merece la 
redacción del Art. 201.2 del 
Código Orgánico de la Fun-
ción Judicial que, a mi criterio, 
en forma tácita derogó los 
dos primeros incisos del Art. 
8 de la Ley de Casación, pues, 
establece como competencia 
privativa de las Salas de Con-
jueces de la Corte Nacional la 
calificación de admisibilidad 
de los recursos de casación, al 
escindir y otorgar competen-
cia privativa a los conjueces la 
calificación de los recursos de 
casación, y la decisión de fon-
do para los jueces de las salas 
especializadas.  La norma del 
Art. 8 fue dictada en el marco 
de una regulación pensada 
para una sala única en cada 
materia que ejercía tanto las 
funciones de calificar la admi-
sibilidad como la de resolver el 
mérito, siendo que el espíritu 
de esa norma era evitar una 
sobrecarga de trabajo para la 
sala de casación al atribuir a los 
jueces de alzada el poder de 
negar el trámite casacional a 
un recurso formulad   o defec-
tuosamente. Con la reforma 
del COFJ, esa capacidad de los 
jueces de instancia pierde su 
sentido al existir una Sala en la 
Corte Nacional especializada 
en admisibilidad e inadmisibi-
lidad de los recursos.

 Óscar Enríquez Villarreal 
Conjuez Nacional Sala de lo Civil  y 
Mercantil

CORRELACIONAR

- Norma infringida: Constitucionales (princi-
pios, derechos y garantías); derecho positivo 
(orgánicas - ordinarias); procesales; y otras.

- Concepto de infracción: ‘indebida aplica-
ción, falta de aplicación o errónea interpreta-
ción’.

- Causales: en la causal primera se apoyan las 
trasgresiones a las normas de  derecho sus-
tantivo incluyendo precedentes jurispruden-
ciales; en la causal segunda las violaciones 
a las normas procesales; en la causal tercera 
las normas de valoración probatoria o acervo 
probatorio;  en la causal cuarta o incongruen-
cia genérica en la sentencia se resuelve: extra 
petita, mínima petita,  citra petita u omisión 
en la decisión; en la órbita de la causal quinta 
giran las violaciones cometidas en sentencia 
o auto relativas a la fundamentación, motiva-
ción y otros requisitos de la sentencia.

- Fundamentación: desarrollo lógico jurídico 
del cargo o censura.
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Una de las acciones más po-
sitivas que se han produ-

cido en los últimos días, es la 
importancia que le ha dado el 
doctor Gustavo Jalkh, Presiden-
te el Consejo de la Judicatura, 
a la difusión y socialización de 
los beneficios que nos otorga 
la utilización de los métodos 
alternativos para la solución de 
conflictos como la MEDIACIÓN. 
Este tipo de ayuda estableci-
da en la ley, implica la práctica 
y política de servicio al grupo 
humano más desprotegido de 
la sociedad que por diferentes 
razones no puede acceder al 
servicio del sector justicia.
Esta garantía legal se encuentra 
establecida en la Constitución, 
Código Orgánico de la Función 
Judicial y en la Ley; sin embargo 
es desconocida para muchas 
personas; la Ley de Arbitraje y 
Mediación está en vigencia des-
de hace más de quince años sin 
que se haya dictado su respec-
tivo Reglamento; por lo que es 
de imperiosa necesidad cum-
plir con esta obligación y sociali-
zarla debidamente tomando en 
cuenta la ayuda y beneficio que 
representa su utilización, lo que 
agilitaría y descongestionaría el 
trámite de procesos en las ins-
tancias de justicia concediendo 
así una respuesta a la sociedad 
y su derecho a obtener solución 
a sus problemas legales de ma-
nera rápida, eficiente y econó-
mica.
Reglamentar la Ley y continuar 
difundiéndola, será de gran 
ayuda para la Comunidad Judi-

Sobre los beneficios de la mediación 

cial, Profesionales, Estudiantes 
y Sociedad en general, ya que 
la misma constituye un impres-
cindible aporte práctico para 
acceder y solucionar conflictos, 
sin acudir a la Función Judicial, 
y de esta manera alivianar tanta 
conflictividad jurídico-social y 
que no se atente ni se concul-
quen derechos; que las decisio-
nes ya no estén en manos de 
terceras personas, los conflic-
tos debemos solucionarlos vía 
mediación y diálogo por ser un 
derecho plenamente estableci-
do en la ley como un verdadero 
servicio social. Como agregado 
urgente es necesario inducir a 
todas las personas que cambien 
su tradicional esquema mental 
y forma de entender, de que 
solo el sistema litigioso puede 
solucionar los conflictos legales 
y que un juez eventualmente 
podría arreglar su problema, 
que en la práctica no es así; en 
las sociedades más avanzadas, 
se utilizan métodos alternativos 
para solucionar los problemas.   
Es de tanta importancia este 

tema, que me permito hacer re-
ferencia a una parte del discurso 
pronunciado por el Dr. Gustavo 
Jalkh, Presidente del Consejo 
de la Judicatura, al presentar el 
Plan Estratégico de la Función 
Judicial que en su texto dice: “… 
Este plan propugna también la 
cultura de la paz y del diálogo, 
a través del impulso de los mé-
todos alternativos de solución 
de conflictos, la mediación, la 
conciliación, la justicia de paz, 
un sueño de pocos, hoy es una 
necesidad de todos. No todos 
los conflictos tienen que trans-
formarse en procesos judiciales 
y resolverse en una sentencia. 
La participación ciudadana en 
la justicia también tiene que 
significar responsabilidad con la 
solución del conflicto del que se 
es parte; superar las diferencias 
a través del diálogo, el acuer-
do amistoso, la conciliación o 
la mediación, es síntoma de 
desarrollo social, es fuente de 
ahorro de recursos, es parte del 
Buen Vivir. Es urgente contri-
buir desde todos los espacios 

para articular la cultura de paz, 
de soluciones acordadas, que 
descargue al sistema procesal, 
que sólo llegue a la Función Ju-
dicial lo que debe llegar…”. En 
otro pronunciamiento instó a la 
ciudadanía a fomentar una cul-
tura de paz, indicando que en 
las unidades judiciales creadas, 
existe un área exclusiva para 
asistir en la solución alternativa 
de conflictos en temas de in-
quilinato, civiles, herencias, de 
familia y laborales, que deben 
ser sometidos primero a la me-
diación. 
En esta virtud, sería muy posi-
tivo que mediante reforma de 
Ley o en el reglamento a dic-
tarse, se autorice a que sea el 
mismo Centro de Mediación el 
responsable de la ejecución de 
las Actas de Mediación, con las 
mismas responsabilidades ad-
ministrativas, civiles y penales 
que tiene un juez ordinario en 
caso de incumplimiento o in-
debida actuación; por cuanto 
en la actualidad a pesar de que 
ya existe una nueva visión de 
servicio en la Función Judicial, el 
someter nuevamente ante un 
juez la ejecución de las actas de 
mediación, representa esperar 
el mismo, o más tiempo de lo 
que duraría el trámite de cual-
quier juicio. 
De igual manera, mediante con-
venios como el que existe entre 
la Fiscalía General del Estado y el 
Centro de Mediación de la Pro-
curaduría o, mediante Instruc-
tivos como el que se dictó para 
trámites de Niñez y Adolescen-
cia, se deberían utilizar infraes-
tructura y recursos humanos de 
los Centros de Mediación acre-
ditados en todo el país.  

Dr. Juan Maldonado Benítez
Juez Temporal Sala de lo Civil  y 
Mercantil

APORTES AL DERECHO



11

BOLETÍN INSTITUCIONAL

EN LOS TRÁMITES JUDICIA-
LES DE LA REPÚBLICA DEL 

ECUADOR NO ES POSIBLE 
“AVOCAR CONOCIMIENTO”. 
Por costumbre los abogados, 
jueces e inclusive legisladores, 
utilizamos la frase “avocar co-
nocimiento”, para referirnos al 
hecho de tomar contacto con 
un proceso, o conocer un pro-
ceso. Si solamente utilizaría-
mos la palabra “conocimiento” 
o “conocer”, no tendríamos 
problema de interpretación 
alguna porque el verbo co-
nocer, según el diccionario de 
la RAE, tiene dos acepciones 
principales: 1.- Averiguar por 
el ejercicio de sus facultades 
intelectuales la naturaleza, 
cualidades y relaciones de las 
cosas; y, 2.- Entender, advertir, 
saber, echar de ver. Pero cuan-
do usamos el verbo “avocar”, 
ingresamos en un problema 
de mal uso del vocabulario ju-
rídico. No existe formalidad ni 
solemnidad que se denomine 
“avocar conocimiento”, porque 
esta frase alude solamente a 
un uso judicial o estilo de re-
dacción que además tiene un 
significado diferente al que se 
le atribuye. Algunos profesio-
nales consideran, sin ninguna 
base teórica, que el Juez asu-
me la competencia con la fra-
se “avoco conocimiento”, pero 
esta expresión no da ni quita 
competencia, es un mero uso 
judicial o estilo de redacción, 
que no tiene relación alguna 
con la competencia ni con los 
conflictos de competencia en 
el ámbito de la tramitación de 
los juicios. La palabra “avocar”, 
de acuerdo al Diccionario de 
la Real Academia de la Lengua 

“Avocar conocimiento”.  Su significado.

Española, significa “Dicho de 
una autoridad gubernativa 
o judicial: atraer a sí la reso-
lución de un asunto o causa 
cuya decisión correspondería 
a un órgano inferior”. Esta es 
una institución antigua que 
permitía a los tribunales o au-
toridades superiores pedir los 
juicios o trámites cuyo conoci-
miento les corresponde a jue-
ces inferiores, para juzgarlos 
ellos. En la legislación procesal 
ecuatoriana actual no existe la 
“avocación”. EN NUESTRA RE-
PÚBLICA, SOLAMENTE EN DE-
RECHO ADMINISTRATIVO SE 
PERMITE LA “AVOCACIÓN”. En 
el Glosario de términos con el 
que comienza la redacción del 
Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función 
Ejecutiva, se define correcta-
mente a la “avocación” en la si-
guiente forma: “Acto por el cual 
el órgano superior puede ejer-
cer una competencia atribui-
da al inferior”. En el Art. 60 del 
mismo estatuto de la Función 
Ejecutiva, se desarrolla el con-
cepto con su propio significa-

do jurídico cuando se dice: “De 
la avocación.- Los órganos ad-
ministrativos jerárquicamen-
te superiores podrán avocar 
para sí el conocimiento de un 
asunto cuya resolución corres-
ponda por atribución propia 
o por delegación a los órga-
nos dependientes, cuando lo 
estimen pertinente por moti-
vos de oportunidad técnica, 
económica, social, jurídica o 
territorial”. EL VERDADERO SIG-
NIFICADO DE “AVOCACIÓN”. La 
acepción de la palabra “avo-
car” es única. Es un verbo que 
no tiene varios significados 
como a veces ocurre con otros, 
de tal manera que su uso es 
estrictamente jurídico. La En-
ciclopedia Jurídica OMEBA, 
nos refiere que la “avocación” 
es el derecho atribuido a una 
jurisdicción superior para sa-
car un proceso tramitado o a 
tramitarse en un tribunal infe-
rior, de su competencia. Histó-
ricamente designa al acto por 
intermedio del cual el Rey se 
reservaba exclusivamente el 
conocimiento y decisión de un 

litigio. La jurisdicción en el De-
recho antiguo se consideraba 
delegada desde el soberano 
a los tribunales; de modo que, 
correspondía al príncipe ori-
ginariamente, pero la ejercían 
los jueces por delegación. En 
los casos frecuentes de la con-
cesión de un recurso de ape-
lación, se consideraba que no 
hacían sino devolver la jurisdic-
ción; de modo que, dentro de 
esta concepción política del 
poder judicial, era lógico que el 
soberano, aun prescindiendo 
de los recursos, pudiese ejercer 
su derecho a avocarse alguna 
causa pendiente de resolución 
definitiva o de las que estaban 
por iniciarse en algún tribunal 
inferior. La institución tiene su 
origen en el Derecho canónico 
y fue introducida por el Con-
cilio de Letrán de 1213, de allí 
pasó al Derecho francés que la 
perfeccionó. En la época de la 
soberanía absoluta se ejerció 
en Francia y España frecuente-
mente este derecho, con miras 
políticas, para sacar de los jue-
ces naturales el juzgamiento 
de los pleitos. (Enciclopedia 
Jurídica OMEBA, Tomo I, pági-
na 1030. Editorial Driskill S.A. 
Buenos Aires, 1979). La utiliza-
ción de la frase “avocar conoci-
miento” es solamente un uso 
judicial, es una especie de jer-
ga forense que se utiliza para 
redactar las providencias en los 
juzgados. Pero el hecho de que 
sea generalmente utilizado 
no le da el carácter de norma 
obligatoria, de solemnidad, ni 
de formalidad, tanto más que 
contiene un error de concepto. 
Para no cometer esta equivo-
cación deberíamos utilizar las 
palabras “conozco” o “conoce-
mos”… la presente causa.

Dr. Manuel Sánchez Zuraty
Juez Temporal Sala de lo Civil  y 
Mercantil

APORTES AL DERECHO
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La motivación de las decisiones como origen 
de la legitimidad judicial

REFLEXIÓN

El actual proceso de reforma 
del sistema de administra-

ción de justicia responde a la 
necesidad de reducir las dis-
tancias entre la ciudadanía, el 
ordenamiento jurídico, los ritos 
procesales y los operadores judi-
ciales. El fin último es que la jus-
ticia adquiera las dimensiones 
reales que entraña su esencia de 
derecho fundamental y deje de 
ser un imaginario invocado con 
frecuencia pero carente de con-
tenido práctico. 
Más allá de los aspectos es-
tructural, tecnológico o presu-
puestario, todos ellos de gran 
relevancia para asegurar las 
condiciones de accesibilidad, es 
indudable que la apuesta por el 
cambio está centrada en el ta-
lento humano. La razón es que 
éste constituye un elemento 
clave para que operen las trans-
formaciones sustanciales: una 
cultura de paz, la materialización 
de los valores democráticos y 
una visión pluralista del derecho.
En ese contexto, el desafío que 
a diario asumimos las juezas 
y jueces del país es enorme, 
no solo por la mística de servi-
cio que implica contribuir con 
nuestro trabajo a la institucio-
nalización de la Función Judi-
cial, sino porque, al no tener un 
origen electoral, el ejercicio del 

poder de juzgar supone, ante 
todo, una obligación de legiti-
mación constante ante el so-
berano -el pueblo ecuatoriano- 
que debe cumplirse a través 
de la debida motivación de las 
decisiones judiciales (Atienza, 
2008: 10-11).
Desde esta perspectiva, el dise-
ño de instrumentos normativos 
de distinta jerarquía que san-
cionan la inobservancia de esta 
exigencia, con la activación del 
régimen disciplinario en contra 
de las o los impartidores de jus-
ticia y la nulidad de la decisión 
adoptada (artículo 76, numeral 
7, literal l, CRE y artículo 130, nu-
meral 4, COFJ), busca aislar la ar-
bitrariedad, limitar el poder del 
juez y, claro está, garantizar la 
transparencia y el control social. 
En el fondo, lo que se está reco-
nociendo es el derecho funda-
mental de las personas a que 
los procesos, de cualquier ín-
dole, en los que vaya a definirse 
alguna situación jurídica que 
las involucre, sean resueltos 
mediante sentencias o resolu-
ciones cuyo contenido no deje 
lugar a dudas sobre el análisis 
de los hechos, la valoración de 
la actividad probatoria y la apli-
cación de las normas jurídicas 
pertinentes.
Motivar significa, por tanto, jus-
tificar la decisión judicial a un 
nivel interno y externo, es de-
cir, superar el plano de la mera 

explicación, que consiste en 
“mostrar las causas, las razones, 
que permiten ver una decisión 
como un efecto de esas causas”, 
para dar a conocer, más bien, 
“las razones que permiten con-
siderar la decisión como algo 
aceptable” (Atienza, 2008: 12-
14). En otras palabras, se trata 
de “expresar de manera ordena-
da y clara, razones jurídicamen-
te válidas, aptas para justificar la 
decisión” (artículo 19 CMIEJ).
En tal sentido, una sentencia o 
resolución judicial, como expre-
sión simbólica y humana del 
rol de juzgamiento, tiene que 
ser capaz de transmitir, con un 
método apropiado, el proceso 
lógico e intelectual que la ha 
producido, al igual que la es-
tructura de la argumentación 
que le conferirá sustento ante 
las partes y la opinión pública. 
No siempre es una tarea fácil. 
La o el juzgador se enfrenta, a 
menudo, a circunstancias de 
distinta naturaleza que, de una 
u otra forma, inciden en la com-
plejidad de los casos concretos.
Sin embargo, es posible moti-
var de modo razonable una de-
cisión si se tiene presente que, 
en síntesis, la argumentación 
judicial que de ella subyace 
viene a ser un esquema según 
el cual se parte de un problema 
(pregunta inicial) y, median-
te un ejercicio lingüístico que 
implica el manejo cuidadoso 

de enunciados de distinto tipo 
(empíricos, normativos o teó-
ricos), se llega a una solución 
aceptable (respuesta) (Atienza, 
2009: 39).
Así, entonces, no existe moti-
vación “si en la resolución no se 
enuncian las normas o princi-
pios jurídicos en que se funda y 
no se explica la pertinencia de 
su aplicación a los antecedentes 
de hecho” (artículo 76, nume-
ral 7, literal l, CRE y artículo 130, 
numeral 4, COFJ). De ahí que la 
construcción de una sentencia 
suficientemente motivada re-
quiere de precisión, claridad y 
orden, para que los argumentos 
desarrollados en su texto sean 
de fácil lectura y comprensión.
Quizás este último atributo sea 
el que se relaciona de manera 
más directa con la legitimidad 
de la actividad del juzgador, en 
el sentido propuesto en esta re-
flexión, pues, incluso en el mar-
co de la oralidad, resulta impo-
sible imaginar el contenido de 
una decisión al margen de una 
estructura bien definida: la na-
rración del caso (antecedentes), 
el problema que requiere de 
solución (conflicto), las cues-
tiones de las que depende la 
solución (prueba, evaluación e 
interpretación), las respuestas a 
estas cuestiones, las razones en 
las que se basan las respuestas 
y, por último, la solución (Atien-
za, 2009: 128).

Bibliografía:
-  Atienza, Manuel (2008). Cuestiones Judiciales, México D.F.: Distribuciones Fontamara S.A.
-  Atienza, Manuel y Alí Lozada Prado (2009). Cómo analizar una argumentación jurídica, Quito: Editora Jurídica Cevallos.
-  (CRE) Constitución de la República del Ecuador.
-  (COFJ) Código Orgánico de la Función Judicial.
-  (CMIEJ) Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial.

Dr. Carlos Ramírez Romero
Presidente de la CNJ
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INVITADA

Algunos sistemas jurídicos 
nacionales han vinculado 

ciertas normas comunitarias 
con el bloque de constitucio-
nalidad. Por ejemplo, la Corte 
Constitucional colombiana 
en la sentencia C-1490 de 
2000, sostiene que la Deci-
sión 351 de la Comisión del 
Acuerdo de Cartagena hace 
parte del bloque de consti-
tucionalidad, ya que dicha 
norma comunitaria regula 
los derechos morales de au-
tor. La Corte argumenta que 
dichos derechos son funda-
mentales y, por lo tanto,  que 
de conformidad con lo pre-
visto en el artículo 93 de la 
Carta hacen parte del bloque.  
En sentencia C-1197 de 
20005, la Corte reitera lo 
anteriormente expresado y 
señala que la Decisión 351 
contiene regulaciones sobre 
derechos fundamentales y, 
en consecuencia, debe ser 
tomada como parámetro 
para interpretar normas que 
se refieran a tales derechos. 
No obstante lo anterior, lo 
cierto es que el Ordenamien-
to Jurídico Comunitario es 
autónomo, preeminente, con 
aplicación inmediata y efec-
to directo. Esta es la manera 
en que los dos sistemas, el 
nacional y el comunitario, se 
relacionan. En este esquema 
no se puede pensar que unas 
normas comunitarias hagan 
parte del bloque y que otras 
no. Esto sería como decir que 
hay normas comunitarias je-
rárquicamente inferiores a la 
Constitución, lo que en el es-

cenario comunitario andino 
es en esencia inviable. Como 
ya se advirtió, el ordena-
miento jurídico comunitario 
es preminente; esto quiere 
decir que todas las normas 
de derecho interno, indepen-
dientemente del rango que 
tengan, deben respetar el or-
denamiento supranacional, 
lo que implica lo siguiente: 
1. En caso de antinomia entre 
una norma nacional y una co-
munitaria, prevalece la comu-
nitaria. 
2. Si bien la norma comuni-
taria no deroga la nacional, sí 
genera en el País Miembro la 
obligación de eliminar todas 
aquellas disposiciones que 
vulneren el derecho comuni-
tario andino. 
3. De conformidad con lo an-
terior, la normativa nacional, 

independientemente de su 
rango, debe ser interpretada 
a la luz de la normativa co-
munitaria. Lo anterior quiere 
decir que si se hiciera una 
correcta asimilación del orde-

namiento jurídico comunita-
rio andino, se diría que dicho 
ordenamiento en su conjun-
to debería ser, a nivel interno,  
el parámetro para determinar 
la validez de las normas jurí-
dicas locales. 
Es importante tener en cuen-
ta que en la sentencia C-155 
de 1998, la propia Corte 
Constitucional colombia-
na reafirmó el principio de 
preeminencia del derecho 
comunitario frente al interno 
de los Países Miembros. Ma-
nifestó lo siguiente: 
“Nuestra Constitución Polí-
tica, en su artículo 227, ex-
presamente respeta y acoge 
estos principios del derecho 
comunitario, al referirse a la 
promoción de la integración 
con los demás países, espe-
cialmente los de América 
Latina y el Caribe, que debe 
asumir el Estado. Esta norma 
es soporte constitucional del 
llamado Pacto o Acuerdo de 
Cartagena, hoy Comunidad 
Andina, cuyos órganos tie-
nen facultades para expedir 
normas jurídicas de carácter 
comunitario.”
De todas formas, tampoco 
puede pensarse en que la 
normativa comunitaria no 
tenga ninguna clase de lími-
te. Recordemos que el eje-
cutivo, el legislativo y el juez 
comunitario deben soportar 
toda su actividad en la de-
fensa del ser humano y sus 
derechos fundamentales, ya 
que esta es la base y la célula 
básica del proceso andino de 
integración. 

El ordenamiento jurídico comunitario andino y el 
bloque de constitucionalidad

Dra.  Leonor Perdomo 
Magistrada Principal 
del Tribunal de Justicia 
de la Comunidad Andi-
na por la República de 
Colombia. Magistrada, 
Vicepresidenta y Pre-
sidenta - Consejo Su-
perior de la Judicatura.  
Abogada Asesora - Pro-
curaduría General de 
la Nación. Magistrada, 
Vicepresidenta y Presi-
denta - Consejo Seccio-
nal de la Judicatura de 
Cundinamarca.
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NOTICIAS

Jueces nacionales asisten a sesión solemne en Guayaquil
La Corte Provincial de Jus-

ticia del Guayas, realizó 
la sesión solemne con mo-
tivo de celebrarse el Centé-
simo Octogésimo Séptimo 
Aniversario de su creación. 
Evento en el cual participa-

La doctora Rocío Salga-
do Carpio, presidenta 

subrogante y jueza nacio-
nal de la Sala de la Familia, 
Niñez y Adolescencia de la 
CNJ, participó en el mes 
de mayo del presente año, 
como experta  en un deba-
te internacional, por me-
dio de vídeo conferencia 
con las magistradas: Eva 
Camacho Vargas, Costa 
Rica; Martha Olga García, 
República Dominicana y 
Belda Carcamo de Nicara-
gua quien intervino como 
moderadora, para tratar el 
tema “Eficacia en el cum-
plimiento de las obligacio-
nes alimentarias”.
Durante su intervención 
la Presidenta Subrogante 
enfatizó sobre la garantía 
constitucional de subsis-

Prevención y lucha contra la corrupción Obligaciones alimentarias 
tencia y la prevalencia 
del principio superior del 
niño, con la finalidad de 
que los jueces se vuelvan 
más críticos y no se rijan 
a la aplicación estricta de 
una tabla de pensiones 
alimentarias. Porque la 
fijación de una pensión 
va mas allá de aplicar un 
porcentaje teniendo como 
base la remuneración 
básica unificada, el juez 
debería hacer un análi-
sis pormenorizado de la 
prueba aportada en el 
proceso, las necesidades 
contextualizadas en el en-
torno social y económico 
del alimentado. Además 
señaló que en el caso de 
los demandados subsidia-
rios, la responsabilidad 
debería ser compartida.

ron el Dr. Jorge Blum Carce-
lén, presidente de la Sala Pe-
nal y delegado del Dr. Carlos 
Ramírez Romero, presidente 
de la Corte Nacional de Jus-
ticia; el Dr. Johnny Ayluardo 
Salcedo, juez nacional; así 

como también las autorida-
des nacionales: Dr. Gustavo 
Jalkh Röben, presidente del 
Consejo de la Judicatura; Dr. 
Ernesto Pazmiño, defensor 
público; y el Dr. Francisco Mo-
rales, presidente de la Corte 

Provincial de Justicia del 
Guayas. El evento congre-
gó a ex Presidentes y Minis-
tros de la Corte Suprema 
de Justicia y servidores ju-
diciales de la Provincia del 
Guayas. 

En el mes de mayo, el pre-
sidente de la Corte Nacio-

nal de Justicia, doctor Carlos 
Ramírez Romero asistió a la 
presentación del “Plan Na-
cional de Prevención y Lucha 
contra la Corrupción 2013-
2017”, elaborado por la Fun-
ción de Transparencia y Con-
trol Social (FTCS) y aprobado 
por la Instancia de Coordina-
ción actualmente presidida 
por el Ing. Fabián Jaramillo 
Palacios. El referido Plan Na-
cional propone generar una 
cultura  de combate contra 
la corrupción en el país, con-

tando con la participación 
ciudadana en espacios in-
teractivos, buenas prácticas 
y proyectos que generen 
vivencia de valores éticos 
como requisito para la exi-
gibilidad y garantía de dere-
chos. El acto se llevó a cabo 
en el Palacio de Cristal del 
Centro Cultural Itchimbía, 
y contó con la presencia de 
las máximas autoridades de 
las cinco Funciones del Esta-
do, organizaciones sociales, 
empresa pública y privada, 
estudiantes y ciudadanía en 
general.
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NOTICIAS

La Sala de lo Laboral de la Cor-
te Nacional de Justicia, con-

juntamente con el Ministerio de 
Relaciones Laborales realizó el 
Taller Interinstitucional denomi-
nado “Perspectivas Laborales”,  
dirigido a funcionarios del Mi-
nisterio de Relaciones Laborales 
a nivel nacional. El Taller que se 
llevó a cabo en mayo de 2013, 
se desarrolló de manera exitosa, 
tuvo una duración de 4 horas y 
se trataron los temas de: “Tutela 
Jurídica en el Ámbito Adminis-
trativo Judicial”, “El Desahucio”, 
“El Visto Bueno”, “Seguridad e 
Higiene Laboral” y “Resolucio-
nes de Carácter Obligatorio de 
la Corte Suprema de Justicia y 
de la Corte Nacional de Justicia”.

En abril de 2013, el Dr. Wilson 
Merino Sánchez, juez de la 

CNJ, fue invitado como expo-
sitor a un nuevo encuentro del 
ciclo de conferencias “Dialo-
gando desde el sur”, acto que 
se llevó a cabo en Buenos Ai-
res – Argentina.
En su participación expuso el 
tema de la “Constitucionaliza-
ción de proceso penal: un viaje 
de la utopía a la realización de 
la dignidad”, abordando la im-
portancia y rol de los derechos 

En calidad de exposi-
tores, del 13 al 17 de 

mayo del año en curso, 
participaron los presiden-
tes de salas de la Corte 
Nacional de Justicia, doc-
tores: Óscar Eduardo Ber-
múdez, presidente de la 
Sala de lo Civil y Mercan-
til; Maritza Tatiana Pérez 
Valencia, presidenta de 
la Sala de lo Contencioso 
Tributario; y José Suig Na-

Taller: “Perspectivas Laborales”

Dialogando desde el surSeminario nacional

La jueza nacional, Dra. 
Ximena Vintimilla Mos-

coso, asistió en represen-
tación del presidente de la 
Corte Nacional de Justicia, 
Dr. Carlos Ramírez Rome-
ro, conjuntamente con los 
jueces nacionales: Dra. Ma-
riana Yumbay Yallico y Dr. 
Alfonso Granizo Gavidia, 
al acto de Rendición de 
Cuentas de la Defensoría 
Pública desarrollado el mes 
de mayo, en el Auditorio de 
la Secretaría Nacional de 

Rendición de cuentas

Planificación y Desarrollo 
(Semplades). Este evento 
contó con la presencia de 
las y los doctores: Gabrie-
la Rivadeneira, presidenta 
de la Asamblea Nacional; 
Johana Pesántez, ministra 
de Justicia; Gustavo Jalkh, 
presidente del Consejo de 
la Judicatura; Galo Chiribo-
ga, fiscal general; Fernan-
do Cedeño, presidente del 
Consejo de Participación 
Ciudadana; y demás autori-
dades nacionales.

Los principales objetivos que 
se consiguieron con el taller 
fueron: crear vínculos interinsti-
tucionales entre el Ministerio de 
Relaciones Laborales y la Corte 
Nacional de Justicia; transmitir 
herramientas conceptuales que 
permitan entender la proble-
mática laboral en relación al Mi-
nisterio de Relaciones Labora-
les; analizar los efectos jurídicos 
de las instituciones laborales en 
el ámbito de la Inspectoría del 
Trabajo; y establecer lineamien-
tos de aplicación normativa y 
conceptual de determinadas 
instituciones laborales enmar-
cadas en las competencias del 
Ministerio de Relaciones Labo-
rales.

humanos en la sociedad y 
considerando que el neocons-
titucionalismo debe ser visto 
desde tres grandes paráme-
tros: como modelo de Estado, 
como Teoría del Derecho y 
como ideología; analizó tam-
bién los principios pro homi-
ne, favor debitoris, proporcio-
nalidad, admisibilidad y buena 
fe; así como, los principios de 
legalidad, constitucionalidad y 
de juez competente creando 
seguridad jurídica. 

gua  presidente de la Sala 
de lo Contencioso Admi-
nistrativo, del Seminario 
Nacional: “Recursos de 
impugnación en los pro-
cesos judiciales”, el evento 
académico se llevó a cabo 
gracias a la organización 
del Colegio de Abogados 
del Azuay, con el aval de la 
Corte Nacional de Justicia, 
la Universidad de Cuenca 
y la Universidad del Azuay.
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NOTICIASNOTICIAS

El ideal del General Eloy Al-
faro, mentalizador del Re-

gistro Civil, fue recogido por 
el Gobierno de la Revolución 
Ciudadana; los oportunos 
recursos y el apoyo del Pre-
sidente Rafael Correa, per-
mitieron a esta centenaria y 
relegada institución, superar 
años de abandono y mal ser-
vicio.
La adopción de tecnología 
de punta para garantizar 
y optimizar la gestión de 
identidad, fue una de las 
principales directrices de la 
actual administración. Pro-
cesos como el de la valida-
ción presencial o vía online, 
paso previo a la cedulación, 
permiten contar con datos 
verificados como garantía 
para el ciudadano y consoli-
dar una base de datos fide-
digna y segura. De esta ma-
nera solucionamos errores 
del pasado y garantizamos la 
identidad individual y única 
del ciudadano.

Consulta en Línea

Tecnología y procesos transparentes en el Registro Civil del Ecuador

La incorporación del sistema 
Magna significó un impor-
tante avance para asegurar 
la identidad de los ciudada-
nos, pues permite, a través 
de un escáner, capturar la 
firma, fotografía y huellas 
dactilares del usuario, para 
luego almacenarlas en una 
base de datos biométrica. El 
AFIS forma parte importante 
del proceso; se trata de  un 

sistema automático de iden-
tificación de huellas dacti-
lares que permite, además, 
realizar una búsqueda en la 
base de huellas que se crea 
cuando acude un usuario a 
cedularse.
El chip interno que contie-
ne la nueva cédula, almace-
na información básica del 
ciudadano y en un futuro 
cercano se podrán suscribir 

convenios con entidades 
públicas y privadas para am-
pliar su uso. Otro aspecto 
importante es el proceso de 
digitalización de los archivos 
físicos de la institución. El 
proceso avanza y al momen-
to han sido digitalizados mi-
llones de documentos. Una 
vez concluido el proceso, en 
las agencias de Registro Ci-
vil a nivel nacional, se podrá 
consultar en línea la informa-
ción de cualquier ciudadano. 
Esto acortará tiempos de los 
procesos de cedulación y 
significará un beneficio para 
el usuario, quien no necesi-
tará trasladarse a otra ciudad 
por un documento.
Estamos superando el aban-
dono de gobiernos ante-
riores, tecnología obsoleta, 
y un remanente de datos 
inconsistentes. Hoy, la tec-
nología incorporada a los 
procesos de gestión de la 
identidad permite asegurar 
la identidad ciudadana.

Gracias a la iniciativa de 
la Presidencia de la Corte 
Nacional de Justicia, ahora 
toda la ciudadanía podrá 
consultar en línea. Las 
consultas que se generen 
a través del portal web  
www.cortenacional.gob.ec, 
serán  asesoradas  por es-
pecialistas  conforme a la 
naturaleza de las consultas 
formuladas; ofreciendo a  

los usuarios,  soluciones y 
orientaciones jurídicas,  de 
acuerdo a los requerimien-
tos planteados.
Para acceder al servicio se 
deberá ingresar a la pá-
gina web de la CNJ y diri-

jirse al link Consulte Aquí, 
a continuación llenar un 
formulario consignando 
los datos solicitados, y 
una vez realizada la con-
sulta se la absolverá en un 
plazo de dos a cinco días. 

Las consultas se realizarán 
sobre temas generales que 
versen sobre aplicación de 
jurisprudencia, aplicación 
de resoluciones obligato-
rias, aplicación de la ley. No 
se admitirán consultas que 
versen sobre casos par-
ticulares, por ésta razón 
la respuesta otorgada a la 
consulta no genera efec-
tos vinculantes.
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ESTADÍSTICAS

Más de once mil quinientas causas resuelve la Corte Nacional

Dieciséis  meses de gestión y el trabajo conjunto realizado por las Juezas, Jueces, Conjuezas, Conjueces y Jueces 
Temporales de la Corte Nacional de Justicia han permitido que la ciudadanía cuente con una justicia oportuna y de 

calidad, resolviendo 11.543 causas. La actividad ha sido contabilizada del 26 de enero del 2012, al 31  de mayo de 2013.

A continuación el detalle:
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NOVEDADES NORMATIVAS

En el marco de acción normativa corres-
pondiente a los distintos entes que con-

forman las Funciones del Estado Ecuatoria-
no, resaltamos la creación en abril y mayo 

Producción de Legislación
del 2013, en tan importante y elemental 
área regulatoria, de los siguientes cuerpos, 
contentivos de una serie de preceptos rela-
cionados con la protección de los derechos 

y consecuente cumplimiento de los debe-
res, tendientes a garantizar la buena mar-
cha de la convivencia entre los integrantes 
del conjunto social ciudadano.
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Personal que integra la Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia

Conjueza y Conjueces de la Sala de izq a der: Dr. Guillermo Narváez 
Pazos, Dra. Rosa Suárez Armijos y Dr. Óscar Enríquez Villareal

Jueces Temporales de la Sala de izq a der: Dr. Juan Maldonado 
Benítez, Dr. Manuel Sánchez Zurati y Dr. Milton Pozo Castro

SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL Y MERCANTIL

Juezas y Jueces que integran la Sala de lo Civil y Mercantil de izq a der: Dra. Paulina Aguirre Suárez,  Dr. Eduardo Bermúdez Coronel (Presiden-
te), Dra. María Rosa Merchán Larrea.  De pie de izq a der: Dr. Paúl Íñiguez Ríos, Dr. Álvaro Ojeda Hidalgo y Dr. Wilson Andino Reinoso.

Conformación de la Sala 
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SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL Y MERCANTIL

La Corte Nacional de Justicia que fue 
nombrada luego del concurso de 

méritos y oposición, se posesionó el 26 
de enero de 2012 y el Pleno designó a 
quienes debían integrar las correspon-
dientes Salas Especializadas, quedando 
la Sala de lo Civil y Mercantil compuesta 
por los señores jueces, doctora María 
Rosa Merchán Larrea, doctora Paulina 

Estadísticas
Aguirre Suárez, doctor Eduardo Ber-
múdez Coronel, doctor Álvaro Ojeda 
Hidalgo, doctor Wilson Andino Reino-
so y doctor Paúl Íñiguez Ríos, y por se-
ñores conjueces, doctora Beatriz Suá-
rez Armijos, doctor Guillermo Narváez 
Pazos y doctor Oscar Enríquez Villareal, 
quienes trabajan, con el personal de 
apoyo, con toda responsabilidad y en-

trega en el despacho oportuno y en 
la resolución de las causas, procuran-
do que la administración de justicia 
sea lo que tiene que ser, ágil, oportu-
na y personalizada.  Las estadísticas 
sobre el movimiento de los procesos, 
hasta el mes de mayo del presente 
año, 2013 son las que constan en el 
cuadro siguiente:
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CORTES PROVINCIALES

La Corte Superior de Justicia de Azogues, ahora Corte Provincial del Cañar. 

Así fue como se denomi-
nó al inicio, hoy consta 

como Corte Provincial de 
Justicia del Cañar. En la pro-
vincia del Cañar antes de la 
creación de la Corte Supe-
rior de Justicia, los juzgados 
cantonales y provinciales 
dependieron de la Corte Su-
perior de Justicia del Azuay, 
Cañar y Morona Santiago. 
Las  Judicaturas se diferen-
ciaron las unas de las otras, 
por la cuantía; ya que los pri-
meros conocían los procesos 
por un monto de hasta ocho 
mil sucres y los segundos, 
conocían desde los ocho 
mil sucres en adelante. Por 
algunos años, el Colegio de 
Abogados del Cañar y los 
estudiantes de la Facultad 
de Jurisprudencia, vinieron 
gestionando ante los orga-
nismos correspondientes la 
creación de la Corte Superior 
de Justicia. 
El Dr. Aníbal López Ochoa, 
presidente del gremio de los 
abogados conjuntamente 
con los jueces de Azogues, 
consiguieron de los repre-
sentantes de la Asamblea 
Nacional Constituyente la 
creación de la Corte Superior 
del Cañar. 
De inmediato se elaboró el 
proyecto y con los justifica-
tivos correspondientes, ta-
les como datos estadísticos 
del movimiento de procesos 
que se tramitaban en las ju-
dicaturas de la provincia, lo 
que efectivamente respalda-
ba tal creación; la propuesta 
fue entregada a los asam-
bleístas Homero Castanier 

Crespo y Aurelio Santacruz, 
quienes se encargaron de 
presentarlo en el seno de 
la Asamblea Constituyente 
de 1966. Luego del análisis 
respectivo, el proyecto fue 
aprobado en su texto ori-
ginal y se lo amplió pues se 
dispuso, además, la erección 
de las Cortes Superiores de 
Carchi y Los Ríos.  De esta 
manera, la Corte Superior 
del Cañar se inició en 1967 
con una Sala y el correspon-
diente Ministerio Fiscal y se 
nombra como sus ministros 
a los doctores Leonidas Sa-
coto López, Luis Muñoz Fal-
coní, Luis Rodríguez Toledo y 
Antonio Ayora Ortega, en ca-
lidad de Ministro Fiscal. Con 
la reforma del Código de 
Procedimiento Civil en 1978, 
los juzgados de lo civil pro-
vinciales y cantonales, pasan 
a denominarse simplemente 
juzgados de lo Civil y son 
numerados en el orden que 
le asigne la respectiva Corte 

Superior. En 1998, se crea la 
Segunda Sala de Corte Su-
perior del Cañar, misma que 
se integró con los señores 
Ministros Jueces doctores 
Oscar Eduardo Bermúdez 
Coronel, Olmedo Ariosto 
Argudo Palacios y Germán 
Rigoberto Pacheco Gárate. 
En lo posterior se determinó 

que fueran especializadas 
dichas Salas; por lo que se 
denominó a la Primera Sala, 
como Sala Especializada de 
lo Penal y a la Segunda Sala, 
como Sala Especializada de 
lo Civil, Mercantil, Laboral y 
Materias Residuales, hasta la 
presente fecha. La Corte Pro-
vincial de Justicia del Cañar 
actualmente se encuentra 
presidida por el doctor Mau-
ro Alfredo Flores González; 
cuenta con dos Salas Espe-
cializadas: de lo Civil, confor-
mada por los doctores Die-
go Alejandro Beltrán Ibarra, 
Presidente; José Francisco 
Urgilés Campos y Víctor Enri-
que Zamora Astudillo Jueces 
Provinciales; y, de Garantías 
Penales, integrada por los 
doctores Bertha María A. Ro-
dríguez Romero, Presidenta; 
Galo Aníbal Correa Molina y 
Víctor Ariosto Pinos Lemus, 
Juez Provincial y Conjuez 
Provincial, respectivamente.

Presidente y Tribunal de la  Corte Provincial de Justicia del  Cañar

Personal de la Presidencia y Salas Especializadas Civil y Penal

Corte Provincial de 
Justicia de Cañar



22

BOLETÍN INSTITUCIONAL

CONSEJO DE LA JUDICATURA

El Consejo de la Judicatura 
realizó la primera convo-

catoria a los estudiantes de la 
carrera de Derecho de todo 
el país para que realicen sus 
prácticas pre profesionales, a 
partir de junio de este año.
 
Durante 10 meses, los estudian-
tes cumplirán esta actividad en 
diferentes instituciones del sec-
tor justicia, como un requisito 
previo para obtener el título 
académico. En este tiempo, de-
berán completar un mínimo de 
10 horas semanales y 40 horas 
al mes. Además, recibirán una 
compensación económica de 
120 dólares mensuales, mon-
to que será financiado por el 
Consejo de la Judicatura y que 
ayudará a los jóve-
nes a cubrir gastos 
de alimentación y 
transporte.
 
Esta compensación, 
de ninguna manera, 
constituye un sala-
rio, porque durante 
el período de prác-
ticas, los estudiantes 
no serán servidores 
públicos y, por lo 
tanto, no tendrán una relación 
de dependencia laboral.
 
Así lo determina el Reglamen-
to Sustitutivo de Prácticas Pre 
Profesionales de las y los estu-
diantes y de las y los egresados 
de las Facultades de Derecho, 
que fue reformado con el ob-
jetivo de tener un cuerpo legal 
adecuado para el desarrollo de 
estas prácticas.
 
Para reformar este reglamento, 

Las Prácticas Pre Profesionales, una responsabilidad social 

   Para la realización de estas 
prácticas, se harán convo-
catorias en octubre de este 
año y enero de 2014,  de 
acuerdo con los ciclos aca-
démicos de las diferentes 
universidades del país.

	El Programa de Prácticas 
Pre Profesionales recono-
cerá la mitad del tiempo 
que hayan cumplido los 
estudiantes en las prácticas 
efectuadas en los Consulto-
rios Jurídicos Gratuitos. Así, 
por ejemplo, si éstas dura-
ron 8 meses, se les descon-

el Consejo de la Judicatura li-
deró varias reuniones de coor-
dinación en Quito y Guayaquil 

con autoridades 
del sector justicia, 
decanos de las 
Facultades de 
Derecho del país, 
representantes de 
las Asociaciones 
de Estudiantes y 
directores de los 
Consultorios Jurí-
dicos Gratuitos.
 
El Presidente del 

Consejo de la Judicatura ex-
plicó que los estudiantes reci-
birán una formación integral 
durante las prácticas. “Será un 
trabajo técnico, profesional y 
académico. Además, es parte 
de la formación profesional de 
los estudiantes y constituye un 
aporte a la sociedad”. 

Para Patricia Herrmann, Geren-
te del Programa de Prácticas 
Pre Profesionales, esta activi-
dad es una responsabilidad 

social pre profesional y una 
contribución activa de los es-
tudiantes o egresados de De-
recho para el mejoramiento de 
la administración de justicia.

A diferencia de las pasantías, 
estas prácticas son obligato-
rias para los estudiantes que 
hayan ingresado a la carrera de 

Información adicional

“Será un 
trabajo técnico, 

profesional y 
académico. 

Además, es parte 
de la formación 
profesional de 
los estudiantes 

y constituye 
un aporte a la 

sociedad”. 
Gustavo Jalkh Röben

tará 4 meses del período 
que corresponde a las prác-
ticas pre profesionales.

	Antes de finalizar esta acti-
vidad, los estudiantes de-
berán elaborar un informe 
con observaciones sobre 
el trabajo desarrollado y 
posibles recomendacio-
nes que mejoren la ges-
tión de la entidad donde 
cumplieron las prácticas.

	Quienes realicen sus prácti-
cas recibirán un certificado 
de aptitud pre profesional. 

Derecho, a partir del 9 de mar-
zo de 2009, según lo establece 
el artículo 339 del Código Or-
gánico de la Función Judicial.

Los practicantes deberán afi-
liarse obligatoriamente al Insti-
tuto Ecuatoriano de Seguridad 
Social, para acceder a los bene-
ficios que brinda esta entidad.

La Gerente del Programa de Prácticas Pre Profesionales expuso los detalles de esta iniciativa en Quito y Guayaquil.
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GALERÍA

SEMINARIO

El presidente de la Sala de lo Civil y Mercantil de la CNJ, doctor 
Eduardo Bermúdez Coronel, en el Seminario Nacional “Recur-
sos ordinarios y extraordinarios en los procesos judiciales”. 

Autoridades asistentes a la ceremonia de posesión de Presidente 
y Vicepresidente de la República - 24 de mayo de 2013.

Actualmente la Institución cuenta con profesionales encargadas 
de operar el PBX de la Corte Nacional de Justicia.

Inauguración de las Jornadas Deportivas de Integración CNJ 
2013 por parte del doctor Carlos Ramírez Romero, Presidente 
de la Corte Nacional de Justicia. 

Toma de Juramento a equipos participantes en las Jornadas 
Deportivas de Integración CNJ 2013.

SOCIALIZACIÓNENCUENTROS OFICIALES

El presidente de la Corte Nacional de Justicia, doctor Carlos 
Ramírez Romero, recibió a Yan Burlay, embajador de Rusia en 
Ecuador.
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